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Introducción

Este capítulo presenta el análisis de una relación entre fundamentos y 
criterios jurídicos que comprenden entre sí un conflicto de intereses entre el 
Estado colombiano y los ciudadanos. De esta manera, se evidencia cómo se 
viola y no se garantiza la igualdad del derecho al litigio para aquellas personas 
con síndrome de Down que aspiran a obtener un título de abogado y que, 
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aunque gozan de plena capacidad para el ejercicio de esta profesión, se ven 
imposibilitadas de ejercer la libre determinación de escoger profesión u 
oficio al ser declaradas interdictas por tener síndrome de Down. Como lo 
menciona Jurado,

no todos los individuos de la especie humana tienen capacidad legal o de 
ejercicio y por ello el ordenamiento los considera incapaces, se han ideado 
medidas para proteger sus derechos, puesto que al no cumplir con uno de 
los elementos estructurales del acto jurídico como lo es precisamente la capa-
cidad, los contratos que celebre adolecerán de nulidad absoluta, por lo que 
se frustran sus efectos. Una de estas medidas es la denominada interdicción, 
que con la Ley 1306 de 2009, funge además como “una medida de resta-
blecimiento de los derechos del discapacitado”, y en consecuencia, cualquier 
persona podrá solicitarla. (2014, p. 17)

De lo anterior nace precisamente la perplejidad de entender si la interdic-
ción cumple una función de restituir el derecho o si, por el contrario, es una 
máscara para la violación propia de los derechos que les son vulnerados a las 
personas declaradas interdictas. De acuerdo con Borea,

la capacidad jurídica es la pieza fundamental para el disfrute de los derechos. 
De ésta depende la posibilidad de crear una vida y un destino de acuerdo a 
la voluntad, convicción e ideologías propias. Esta es la llave para desarrollarse 
como persona e interactuar con el universo a través de: (i) derechos contrac-
tuales (por ejemplo, abrir una cuenta bancaria, mantener y manejar propie-
dades, alquilar una propiedad, comprar inmuebles); (ii) derechos políticos 
(por ejemplo, votar y postular en las elecciones del país) e, inclusive, (iii) para 
ejercer derechos personalísimos (por ejemplo, casarse y formar una familia). 
(2015, p. 168)

En consecuencia, dicha capacidad jurídica se hace inherente a esta libertad 
o independencia: la capacidad de autogobernarse y las responsabilidades que 
esto conlleva. Como afirma Fernández: 

La autonomía es uno de los principios universales en los que se cimientan 
los derechos humanos. La Convención reconoce la autonomía individual y 
la independencia de las personas con discapacidad como el primero de sus 
principios rectores de acuerdo con la noción de que la autonomía individual es 
la condición previa para el ejercicio de derechos, un derecho universal inalie-
nable que no puede restringirse por motivos de discapacidad. (2010, p. 14)
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Es precisamente lo anterior lo que contrapone los intereses del Estado 
colombiano con los de los ciudadanos, puesto que, si bien la interdicción es una 
figura que despliega una multiplicidad de violaciones, también es cierto que es 
una pieza fundamental para la valoración de los derechos de las personas con 
esta condición. Según lo menciona Pérez Carbajal y Campusano, la interdicción

tiene por objeto la protección de la persona y los bienes del mayor de edad 
que ha caído en estado de incapacidad […], esto es porque se encuentra dismi-
nuido o perturbado en su inteligencia, padezca alguna afección originada por 
enfermedad o deficiencia persistente de carácter físico, psicológico o sensorial, 
como se señaló con anterioridad, designándole a esa persona incapaz un tutor 
y un curador, para atender debidamente todas sus necesidades y la adminis-
tración de su patrimonio, toda vez que no puede gobernarse por sí misma. 
(2019, p. 237)

Es así, como finalmente se dará una relación entre la responsabilidad del 
Estado al implementar la interdicción como una garantía y las afecciones que 
de esta figuran nacen, sin tener un balance entre lo que comprende una protec-
ción y la desigualdad que esta puede generar a su vez. 

Lo anterior implica encarar el siguiente interrogante: ¿Es posible que 
se configure un vicio de procedimiento en actos jurídicos ejercidos desde la 
actuación del litigio por parte de un profesional del derecho con síndrome de 
Down si no se hace un estudio previo de su coeficiente intelectual?

Este capítulo se desarrolla mediante una metodología descriptiva y 
analítica, a partir de la cual se evalúa cada uno de los aspectos que llevan a la 
violación de derechos cuando una persona es declarada interdicta por tener 
síndrome de Down y, por ende, se conciben limitaciones en cuanto a su ejer-
cicio profesional del derecho. Este estudio está respaldado por una investiga-
ción analítica de leyes, jurisprudencia y doctrina que, de una u otra forma, 
hacen referencia a casos semejantes. 

1. La interdicción en Colombia

La interdicción es el medio por el cual se busca declarar a una persona 
impedida para realizar ciertos actos jurídicos, desde negocios hasta la toma de 



36 La tutela de derechos  individuales y colectivos en el Estado de derecho

sus propias decisiones, ya sea por alguna afección mental, inmadurez psicoló-
gica, discapacidad intelectual o cognitiva, entre otros.

A su turno, hay dos clases de incapaces generales: incapaces absolutos e 
incapaces relativos. Mientras los primeros no tienen aptitud para realizar 
prácticamente ningún acto voluntario con connotación jurídica y los que 
eventualmente realicen se consideran absolutamente nulos, los segundos 
poseen un limitado campo de acción jurídica y sus actos se toman como rela-
tivamente nulos. (Medina-Pabón et al., 2009, p. 12)

Esto configura una discapacidad o limitación a los derechos de estas 
personas y da lugar a que el Estado dé un trato especial a las actuaciones jurí-
dicas de los interdictos, ya que a estos se les nombra a una persona encargada 
de la administración de sus bienes, con el fundamento siguiente:

La protección de los más débiles constituye en general no solo un deber en 
algunos individuos, sino un deber social. La razón fundamental de las figuras 
tuitivas se encuentra en un deber de asistencia y protección que tiene su origen 
en la debilidad e imperfección del ser humano. Así bien, proponemos no caer 
en el error de olvidarse de aquellos sujetos que por sus especiales circunstancias 
de vulnerabilidad no pueden acceder al goce y ejercicio de sus derechos y nece-
sitan, por ello, de un determinado cuidado y protección tanto de su persona 
como se sus bienes. (Cazorla González-Serrano, 2010, p. 48)

De esta forma, la Constitución Política de Colombia contempla en su 
artículo 47: “El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación 
e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a 
quienes se prestará la atención especializada que requieran” (Constitución 
Política de Colombia, 1991, art. 47). Es necesario conocer que, detrás de esto, 
hay toda una estructura que se contempla desde el derecho romano hasta nues-
tros tiempos.

De hecho, la privación de los derechos o muerte civil —llamada actual-
mente interdicción— tiene antecedentes en el derecho romano, cuyo nombre 
en latín es capitis deminutio (capacidad disminuida), que hace referencia a 
la incapacidad jurídica de obrar de una persona, es decir, a una incapacidad 
para el ejercicio cabal de los derechos civiles por parte de un individuo. 
Históricamente, esta privación de los derechos civiles y jurídicos se ha presen-
tado en formas y situaciones diferentes: la máxima capitis deminutio, por 
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ejemplo, se da cuando a una persona le es arrebatada de forma absoluta su 
libertad y ciudadanía (Arroyave, 2018, p. 24).

En particular, para una especial protección de los derechos de las personas 
declaradas interdictas, se creó la figura de las guardas para aquellos que no 
estaban bajo patria potestad. Así, es posible detallar que lo originado en el 
derecho romano se mantuvo en el Código Civil de Napoleón de 1804 y se 
acogió por el Código Civil de Bello, que entró en vigencia en la República de 
Chile en 1853. Este último fue adoptado por el ordenamiento civil colom-
biano en 1873, régimen de tutelas y curatelas que estuvo vigente en Colombia 
hasta el 5 de junio de 2009.

En Roma, por su parte, se sabía que el paterfamilias6 que tuviere a su 
cargo una persona que se encontrase en un estado de incapacidad para actuar 
debía ejercer actos en nombre de esta y sería responsable de su cuidado. Así, en 
la actualidad, esta insuficiencia a la que se refiere el ítem anterior se debe a la 
falta de capacidad de ejercicio, como lo exponen Enamorado et al.: 

la capacidad de ejercicio está supeditada a una cierta madurez para que su 
titular pueda ejercer por sí mismo sus derechos y a la vez contraer obligaciones, 
y aquellas personas que no tienen o carecen de esa madurez solo puedan ejer-
cerla por medio de un representante. (p. 32)

De manera análoga —con el fin de hacer referencia a la capacidad y su 
evolución histórica—, el Código de Napoleón no usaba la expresión patria 
potestad, como se hacía en las leyes de interdicción de Roma, puesto que el 
primero utilizaba “el poder del padre para regular los derechos y deberes entre 
padres e hijos, [...] hablaba de la autoridad parental, que era conferida también 
a la madre, salvo que mientras subsistiera el matrimonio era ejercida exclusiva-
mente por el padre” (Rodríguez, 2010, § 7). 

En consecuencia, el Código de Napoleón dispuso: 

La interdicción civil y el consejo judicial; que se refería a los discapacitados 
mentales y empleaba adjetivos que en su momento constituyeron la fisiología 
médica y psiquiátrica de la época, consagrados en los artículos 489 como: el 

6 “El paterfamilias es la figura central al interior del esquema familiar roma. Como hemos visto, 
las relaciones de parentesco agnaticias se estructuran entorno a él, determinando la sujeción al pater la 
pertenencia a la familia proprio iure” (Amunátegui-Perell, 2006). 
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mayor de edad que esté en un estado habitual de imbecilidad, de demencia o 
de furor debe ser sujeto a interdicción, aun cuando ese estado presente inter-
valos lúcidos. (Tirado & García, 2018, p.158)

Esto mismo está contemplado en el artículo 545 de la Ley 57 de 1887 de 
Colombia (Código Civil anterior), al referirse a que la persona que se encuentre 
en estado de demencia deberá ser privada de la administración de sus bienes, 
por esta razón la Ley 1309 de 2009 de Colombia afirma 

Los actos realizados por la persona con discapacidad mental absoluta, inter-
dicta, son absolutamente nulos, aunque se alegue haberse ejecutado o cele-
brado en un intervalo lúcido y los realizados por la persona con discapacidad 
mental relativa inhabilitada, en aquellos campos sobre los cuales recae la inha-
bilitación son relativamente nulos. (art. 44)

Las normas anteriormente mencionadas son una breve recopilación de la 
protección que ha dado el ordenamiento jurídico al patrimonio y actuaciones 
jurídicas que tengan relación con las personas declaradas interdictas. Esto 
supone no solo un desequilibrio en la igualdad que existe entre las personas 
que gozan libremente de todos sus derechos y aquellas que por alguna disca-
pacidad física o mental no se encuentran en el pleno goce y disfrute de estos, 
sino que, a su vez, demuestra cómo no a todos los miembros del Estado colom-
biano se les trata como personas que son sujetos de derechos, con igualdad de 
ejercicio y condiciones sobre estos (Bermúdez-Tapia, 2017).

2. La interdicción como acto de discriminación 
entre iguales y desiguales

En vista de lo anterior, se han creado medidas internacionales por medio 
de algunos pactos, convenciones7 y declaraciones, entre otras, que han dado 

7 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006) reconoce el 
derecho de las personas con discapacidad a la educación sin discriminación y sobre la base de la igualdad 
de oportunidades. Para la realización de dicho derecho se requiere que los Estados partes aseguren un 
sistema de educación inclusivo a todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida, desarrollando 
plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la autoestima, para permitir así el máximo 
desarrollo de la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas con discapacidad, haciendo 
posible su participación de manera efectiva en una sociedad inclusiva. 
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lugar a otorgarles las condiciones de capacidad absoluta sobre los derechos a 
las personas que se encuentran impedidas de estos. La creación de las Normas 
Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapa-
cidad tienen la finalidad de garantizar que estas,

en su calidad de miembros de las respectivas sociedades, puedan tener los 
mismos derechos y obligaciones que los demás. En todas las sociedades del 
mundo hay todavía obstáculos que impiden que las personas con discapacidad 
ejerzan sus derechos y libertades y dificultan su plena participación en las activi-
dades de sus respectivas sociedades8. Es responsabilidad de los Estados adoptar 
medidas adecuadas para eliminar esos obstáculos. Las personas con discapa-
cidad y las organizaciones que las representan deben desempeñar una función 
activa como copartícipes en ese proceso. (Naciones Unidas, 1994, p. 7.)

Normas como la anterior han creado una nueva noción sobre la disca-
pacidad de los interdictos, valoración con la que se quiere llegar a precisar si 
algunas condiciones de su capacidad mental o física no encajarían con los 
preceptos sociales que se necesitan para llevar una vida “normal”. En otras pala-
bras, tener un aprendizaje diferente o que sea incluso lento a diferencia de las 
demás personas configura en sí que no se tenga la capacidad para obrar en 
ciertos actos jurídicos, lo que se respondería acertadamente, dada la falta de legi-
timidad que tienen las personas llamadas interdictas por el Estado colombiano.

De esta manera, y en relación con la convención, Sosa (2019) afirma 
que la discapacidad debe ser entendida como una forma de construir al otro 
distinto a nosotros en términos de igualdad, siendo críticos en el análisis en 
la comparación entre normales y anormales, sin que importe la medida de la 
anormalidad, en donde se dé por hecho que no existen personas normales y 
discapacitadas y que la discapacidad pueda ser vista como una simple altera-
ción física o mental de las personas.

De acuerdo con lo anterior, hacia fines de la década de los sesenta, las 
organizaciones de personas con discapacidad que funcionaban en algunos 

8 “El reconocimiento y exaltación de los derechos humanos como factores supremos hace que 
se consolide un nuevo orden extraterritorial, en el que los tratados, convenciones y pactos forman un 
cuerpo normativo universal, que no limita a una jurisdicción o competencia determinada, sino que opera 
en el marco de una competencia y jurisdicción única, universal y trasnacional” (Martínez-Lazcano et al., 
2014, p. 122).
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países empezaron a formular un nuevo concepto de esta. En él se reflejaba 
la estrecha relación existente entre las limitaciones que experimentaban esas 
personas, el diseño y la estructura de su entorno y la actitud de la población en 
general (Naciones Unidas, 1994, p. 4).

A manera de ilustración de esto, es importante reconocer que se vive a 
diario en un sistema totalmente complejo, en un régimen que es íntegramente 
discriminatorio, que está sujeto a condiciones socioculturales y políticas que 
no permiten que personas con una limitación ingresen al sistema, incluso si se 
trata de una afección que no pondría en riesgo el actuar de la persona que la 
sufre ni de la sociedad en general.

Es preciso, entonces, matizar el concepto de discriminación; ¿es discrimina-
ción exigir a los individuos miopes gafas para conducir? […] la diferencia 
entre la “discriminación odiosa”, frente a la que procede el amparo, y la “discri-
minación razonable”, esto es, tratar razonablemente en forma desigual a los 
desiguales […] el problema radica en apreciar si una discriminación es “razo-
nable”. Destacan que este carácter razonable de la discriminación ha de ser 
probado por aquel que la estableció, o lo que es lo mismo, corresponde probar 
que una discriminación es razonable a quien en un acto general o particular 
establece una discriminación. Esta se debe mostrar como fundada y razonable, 
de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente aceptados. (García-
Cuevas, 2015, p. 247)

Entendida así, la discriminación abre un abanico de posibilidades desde 
el cual se deben valorar otros preceptos, como la igualdad.

Quienes entienden el principio jurídico de la igualdad como generalidad 
expresan que la ley debe tratar a las personas según “géneros”; La generalidad 
alude a categorías de iguales y desiguales atendido un determinado régimen de 
disparidad. Así con respecto a la igualdad ante la ley podemos señalar que la 
igualdad que reclama la garantía en comento, se traduce en generalidad, esto 
es, agrupar a las personas en géneros acorde con factores de discriminación 
rectamente empleados. (Valdés, 1992, p. 37)

En otro sentido, es necesario entender la igualdad relativa contrapuesta a 
una igualdad absoluta. Se presupone que

[…] la igualdad ante la ley consiste en que las normas jurídicas deben ser 
iguales para todas las personas que se encuentren en las mismas circunstancias 
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fácticas y que no se trata, por consiguiente de una igualdad absoluta, sino que 
debe aplicarse la ley […] en cada caso conforme a las diferencias específicas. 
La igualdad de la que venimos hablando exige la distinción razonable entre 
quienes no se encuentran en la misma condición, por lo que ella no impide 
que la legislación contemple en forma distinta situaciones diferentes, siempre 
que la discriminación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hosti-
lidad contra determinadas personas o grupos de personas, o importe indebido 
favor o privilegio personal o de grupo. (Cabrera, 2004, p. 12)

Aclarado lo anterior, es posible revisar una de las grandes problemáticas 
y violaciones que emanan de todo lo visto anteriormente y que afectan a las 
personas con síndrome de Down. Estas últimas son declaradas interdictas, con 
lo cual se da paso a la violación de sus derechos fundamentales, pero este artí-
culo se centra en uno en especial: la vulneración del derecho al acceso de la 
educación superior y al ejercicio del litigio en una carrera como el derecho.

3. Generalidades sobre el síndrome de Down

La discusión que se presenta frente a las personas que son interdictas por 
tener síndrome de Down coexiste en el estudio que se debe tener en cuenta 
en cada individuo, pues la ley no se debe interpretar como una regla genérica, 
sino que se debe estudiar para cada caso en particular, como el cuadro clínico 
de cada paciente con síndrome de Down. Entendido esto, se desarrollan las 
diferentes particularidades de esta patología. El síndrome de Down consiste en 
un “trastorno genético causado por la presencia de una copia extra del cromo-
soma 21, en vez de dos habituales, caracterizado por la presencia de un grado 
variable de retraso mental y unos rasgos físicos peculiares que le dan un aspecto 
reconocible” (Basile, 2008, p. 9).

Estos niños van a tener un desarrollo más lento, sus características y ritmos de 
aprendizaje serán a menudo diferentes en determinados aspectos (memoria, 
atención, lenguaje...) así se detectó que estos niños suelen tener dificultades 
a la hora de La integración e inclusión escolar de los niños con Síndrome de 
Down mantener la atención en periodos de tiempo prolongados y facilidad 
para la distracción ante estímulos novedosos. Sin embargo, su desarrollo en 
otros aspectos está ligado a su edad cronológica (curiosidades, intereses, nece-
sidades...) por lo que no deben ser comparados con niños más jóvenes, aunque 
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sus edades mentales, medidas a través de test estandarizados, sean equivalentes. 
(Rodríguez, 2013, p. 15)

Lo anterior equivale a entender que cada caso es único, que estu-
diar la validez de un acto jurídico de una persona con síndrome de Down 
corresponde a una ardua observación de las diferentes capacidades que esta 
persona ha desarrollado a lo largo de su vida. Es por esto que si la interdic-
ción pretende una garantía para la protección de la igualdad de los derechos 
de estas personas —interdicción que generalmente se desarrolla en el ámbito 
familiar (Bermúdez-Tapia, 2014)—, se le deben garantizar no como si todos 
representaran una comunidad que ha avanzado dentro de los mismos pará-
metros o, mejor aún, dentro del mismo grado de conocimiento, pues esto es 
contrario al proceso que en realidad estas personas llevan.

Por otro lado, es importante saber que no “existe tratamiento para el 
síndrome de Down, sin embargo, se realizan una serie de medidas de carácter 
rehabilitador, que les permita una inserción a la sociedad, introduciéndolos 
a la individualidad y autocuidado, ofreciendo consiguientemente una mejor 
calidad de vida” (Pérez Chávez, 2014, p. 2). En consecuencia, el marco jurídico 
se debe convertir en una gran extensión de garantías y oportunidades, pues 
cabe aclarar que a estas personas se les vulnera en gran parte todos sus derechos 
al no tener el pleno disfrute de su capacidad de ejercicio y de goce9. 

Por tanto, la interdicción y otras limitaciones a la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad intelectual o mental que se encuentran 
presentes en el ordenamiento jurídico ponen en tela de juicio la aplicabilidad 
del principio de igualdad y no discriminación arbitraria al confundir la capa-
cidad jurídica con la capacidad mental. Es de esta forma como se vulneran 
derechos tan importantes como el derecho a la autonomía, el derecho a la 
vida privada, el derecho a la rehabilitación y el derecho a la libertad, entre 
otros, situación que urge remediar a través del reemplazo del sistema de susti-

9 La capacidad jurídica ha sido definida tradicionalmente por el derecho decimonónico como 
el resultado de dos ámbitos de la capacidad, de goce y de ejercicio: “la capacidad de goce es la aptitud 
jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones. La capacidad de ejercicio o legal es la habilidad de 
la persona para poderse obligar por sí misma, sin la intervención o autorización de otra” (Ley 57 de 1887, 
Congreso de la República, Codio Civil, art. 1502). 
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tución o invalidación de la voluntad por un sistema de apoyos y salvaguardas 
(González, 2018, p. 105).

A lo anterior se añade la vulneración del derecho a la educación supe-
rior10 y al trabajo que se deriva de esta. Tal situación, en consonancia con 
el quebrantamiento de los derechos fundamentales, implica buscar una 
respuesta frente a por qué las personas con síndrome de Down son aisladas 
de los derechos que les son inherentes. Una de las múltiples respuestas tiene 
que ver con los siguientes aspectos:

Aunque la política y reglamentación educativas para las personas con discapa-
cidad en Colombia, han sido objeto de interés de diferentes actores políticos y 
de la sociedad civil por más de una década al presente, éstas se han restringido 
a los lineamientos para la educación básica primaria y secundaria, y no se han 
hecho extensibles al nivel superior. (Mejía Díaz, 2003)

Se ha olvidado que la esencia de acceder a este nivel de educación, es tener la 
oportunidad de desarrollar habilidades sociales, aumentar los conocimientos 
y cualificarse para ingresar al mundo laboral, y contribuir así de una forma 
importante al desarrollo e inclusión en la sociedad. (Parra, 2003)

Hay que mencionar además que […] no todas las personas con síndrome 
Down tendrán los mismos síntomas ni los presentarán siempre en la misma 
intensidad […]. La consecuencia jurídica de esta realidad es que no será fácil 
en todos los casos aplicar una categoría genérica que otorgue un marco jurídico 
aplicable a una persona con síndrome Down. (Cruces Burga, 2015, p. 70)

Lo anterior no quiere decir que el Estado se libre de dicha responsabilidad 
solo porque este síndrome tiene un amplio campo de estudio, sino que, por el 
contrario, tendrá que ponderar en igualdad de condiciones las garantías a todo 
ciudadano que sea sujeto de derechos, y esto incluirá analizar en qué clasifi-
cación caben las personas con síndrome de Down que por su retraso mental 
o deficiencia intelectual no podrían discernir o entender campos de estudio 
como el derecho. De esta manera, no se daría por sentado que todos los indivi-
duos que padecen este síndrome tienen la misma deficiencia cognitiva.

10 Como política de protección estatal, deben eliminarse las barreras educativas que afectan a este 
sector de la población. Las personas discapacitadas o minusválidas que desean cursar estudios deben recibir 
el mismo trato que el resto de estudiantes (Mejía Díaz, 2007, p. 35).
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4.  Capacidad cognitiva y capacidad de 
discernimiento

En consecuencia, será de mayor ayuda tener en claro algunos conceptos 
abarcados en el apartado anterior:

El retraso mental se refiere a limitaciones sustanciales en el funcionamiento 
actual. Se caracteriza por un funcionamiento intelectual significativamente infe-
rior a la media, que generalmente coexiste junto a limitaciones en dos o más 
de las siguientes áreas de habilidades de adaptación aplicadas: comunicación, 
autocuidado, vida en el hogar, habilidades sociales, utilización de los servicios 
de la comunidad, autodirección, salud y seguridad, rendimiento académico 
funcional, tiempo libre y trabajo. El retraso mental se ha de manifestar antes de 
los 18 años de edad11. La determinación objetiva del “funcionamiento intelec-
tual significativamente inferior a la media” nos obliga a realizar una valoración 
de la capacidad intelectual mediante la aplicación de pruebas o test de inteli-
gencia administrados individualmente y teniendo en cuenta las características 
peculiares de la persona que se está evaluando. (Ruiz, 2001, p. 7)

Conviene subrayar que, aunque el retraso mental se manifieste antes 
de los 18 años, el conocimiento intelectual del individuo no necesariamente 
queda truncado (Calero, 2006). Lo cierto es que jamás se podrán comparar 
dos niños con la misma edad, ni siquiera uno con síndrome de Down y otro 
completamente sano en cuanto a su capacidad intelectual, pues el desarrollo 
de estos se produce en un tiempo y en una forma distinta. De esta forma, a 
su manera, las personas con síndrome de Down pueden mostrar a cierta edad 
su capacidad de obrar con sensatez y madurez; lo que difiera en esta etapa 
de madurez será que tal vez esta no venga acompañada de la experiencia de 
hábitos que son aparentemente imprescindibles. Además, no se le puede pedir 
un mismo entendimiento para determinado tema a una persona a la cual se le 
ha enseñado y se le han puesto en práctica dichas enseñanzas que a una persona 
que toda su vida ha estado bajo un concepto de no poder ejercer ciertos actos.

11 El coeficiente intelectual de los adultos es bastante estable, aunque durante la infancia varía 
notablemente, comenzando a estabilizarse hacia los 11-12 años. La educación y la práctica de los test 
ayudan a mejorar las puntuaciones de estos y, por lo tanto, “mejoran” el coeficiente intelectual. Los 
programas de “educación compensatoria” y los de “modificabilidad de la inteligencia”, como el Proyecto 
Inteligencia de Harvard o el Programa de Enriquecimiento Instrumental de Feuerstein, entre otros, se 
basan en estas premisas (Yuste, 1994).



Capítulo 2. La violación al ejercicio profesional de personas con síndrome de Down 45

Por otro lado es necesario considerar al adolescente con síndrome de 
Down como un individuo necesitado de una interacción social, 

pues es preciso introducir la formación en el conocimiento de las propias 
emociones y el dominio suficiente de las mismas para lograr llevar a la persona 
con síndrome de Down hacia su proyecto vital individual, una mayor autosa-
tisfacción personal, una ampliación de sus interacciones sociales o un más alto 
grado de autocontrol. (Ruiz et al., 2009, p. 126)

Así, podemos entender que “se propone un nivel más dinámico y 
funcional, donde además del funcionamiento cognitivo deficitario, adquieren 
gran importancia las habilidades adaptativas aplicadas que se basan en la 
imprescindible interacción entre tres elementos: capacidades, ambientes y 
apoyos” (Rincón Bustos, 2009, p. 9).

En contraste con lo anterior, es necesario tener en cuenta otro punto para 
la valoración de la interdicción:

Rabinovich-Berkman habla del discernimiento como la aptitud de entender la 
licitud o ilicitud del acto y con la habilidad de conocer y comprender. También 
señala que “el discernimiento importa la aptitud de abstraer, de formular 
conceptos eidéticos (ideas)”, y agrega: Sujetos con síndromes de Down poco 
acentuados, o padeciendo debilidad mental no severa, pueden perfectamente 
elaborar abstracciones a partir de los textos normativos y comprender si sus 
conductas proyectadas se adecuan o no a ellas. (Llorens, 2007, p. 10)

Estimar entonces que el simple hecho de tener síndrome de Down 
comporta una clara deficiencia del intelecto, el raciocinio o la lucidez es una 
nítida ejemplificación de cómo se sobreponen otros aspectos que son irre-
levantes y no los verdaderamente importantes, para declarar a una persona 
impedida para el estudio y ejercicio de la carrera de derecho o incluso de cual-
quier otra.

Por otro lado se debe Trabajar a favor de la autodeterminación que implica 
fundamentalmente un cambio de perspectiva. Supone considerar a las personas 
con discapacidad como capaces de participar en el desarrollo de su propia 
vida, y verlas como sujetos con derechos, talentos, habilidades, fortalezas y 
necesidades de apoyos. Nos exige, además, dejar de pensar en programas a los 
que las personas con discapacidad tienen que adaptarse y preguntarles por lo 
que ellas quieren. En definitiva, sustituir el control externo y experto, que lleva 
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a la dependencia, por la capacitación de la persona, que lleva a la autodetermi-
nación. (Torres et al., 2013, p. 16)

Esta autodeterminación de la que se habla en el texto citado hace refe-
rencia a las consecuencias que trae consigo la interdicción, pues como lo 
mencionan Palací y Moriano (2013, p. 77) en muchas personas con discapa-
cidad se ha arraigado cierta cultura de la pasividad, inspirada por las circunstan-
cias ambientales, que inducen a muchos discapacitados a pensar que carecen 
de potencialidades laborales y que, por tanto, han de depender económica-
mente de las políticas asistenciales o de las familias.

Entonces, de cualquier modo no es solo el Estado el que tiene una respon-
sabilidad intrínseca con las personas discapacitadas, sino también la comu-
nidad en general, puesto que “las interacciones de los miembros de la sociedad 
con las personas con discapacidad intelectual muchas veces son las que limitan 
la autonomía y el autoconcepto de estas personas” (Díaz, 2010, p. 115). Por 
este y otros puntos se habla de una educación que debe aplicarse a una sociedad 
para convivir y saber comprender lo que las personas con síndrome de Down e 
incluso con alguna otra discapacidad pueden aportar para la comunidad y, por 
tanto, requieren gozar de igualdad de derechos para beneficio común.

5. El acceso a la educación superior

Este apartado tiene como finalidad dar a entender que en los ámbitos 
social, económico o laboral “es más humano, más socialmente digno y más 
rentable económicamente que las personas con discapacidad desempeñen un 
rol activo y productivo, en lugar de continuar en una posición pasiva y depen-
diente” (Palací & Moriano, 2003, p. 72).

En este orden de ideas, la interdicción es la secuela de las dilaciones que 
viven a diario las personas con síndrome de Down al momento de querer 
ejercer sus derechos. Esto es así porque, aunque hay millones de leyes esta-
blecidas en pro de los derechos de las personas discapacitadas, pareciera que 
estas estuviesen siempre acompañadas de alguna barrera, como la interdic-
ción y la no materialización de la inserción en la educación superior. Como lo 
mencionan Echeita y Ainscow (2011), la inclusión precisa la identificación y 
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la eliminación de barreras. El concepto de barreras es nuclear a la perspectiva 
en revisión, puesto que son las barreras las que impiden el ejercicio efectivo de 
los derechos, en este caso, a una educación inclusiva. 

Genéricamente, debemos entender como barreras aquellas creencias y 
actitudes que las personas tienen respecto a este proceso y que se concretan en 
las culturas, las políticas y las prácticas escolares se sostienen individual y colec-
tivamente. Cuando tales barreras interactúan con las condiciones personales, 
sociales o culturales de determinados alumnos o grupos de alumnos —en el 
marco de las políticas y los recursos educativos existentes a nivel local, regional 
o nacional—, generan exclusión, marginación o fracaso escolar (Echeita & 
Ainscow, 2011).

Lo anterior tiene que ver con la exclusión de estos individuos de la educa-
ción superior, a pesar de ser uno de los derechos fundamentales consignados en 
la Constitución Política y en importantes convenios internacionales —según 
estos, amparada y en prevalencia sin importar las condiciones físicas, de sexo, 
intelectuales o de cualquier otra índole—. De acuerdo con esto, Molina et al. 
refieren que 

el sistema educativo, y esencialmente la universidad, comparten la respon-
sabilidad en el proceso de construcción y atribución de significados que los 
futuros maestros realizan ante los diferentes escenarios que perciben. En 
concreto, orientar la percepción de las diferentes capacidades (y no solo las 
mal llamadas discapacidades), es una tarea esencial de la universidad que debe 
completarse, precisamente, con la propia aportación de la opinión y expe-
riencia de las personas. (2012, p. 13)

En relación con todo lo dicho anteriormente, se asegura que todos los actos 
ejercidos desde el litigio por una persona con síndrome de Down configuran 
un vicio, una tacha que responde a un modelo educativo, social y político que 
se ha impuesto en el marco jurídico. Esto corresponde a la aprobación del trato 
de derechos de los discapacitados no como garantías sino como ofertas que el 
mercado ofrece, y que serán válidas solo para quienes cuenten con un historial 
apropiado. Esto concuerda con que “el reconocimiento de la diversidad parte 
del principio de inclusión educativa” (Sevilla Santo et al., 2017, p. 85). La 
interdicción, entonces, no se puede entender como un mecanismo alterno del 
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conflicto, sino que entorpece, con sus distintas limitaciones, a un Estado que 
quiere pero no ha podido dar solución de continuidad a las garantías que por 
décadas ha tratado de establecer para las personas con síndrome de Down. En 
efecto, Melgarejo (2018) expone que la educación superior con calidad como 
un derecho fundamental a favor de las personas con discapacidad es un tema 
objeto de discusión en el Estado colombiano, el cual ha venido adoptando una 
política inclusiva tan solo aparente, que no cumple ni siquiera con un mínimo 
de posibilidades para quienes quieren ejercer una carrera, dentro de un marco 
de vida que les genera más obstáculos que salidas.

6.  La violación del derecho al litigio de las 
personas con síndrome de Down

Este apartado se desarrolla en torno al tema de la inclusión de personas 
con síndrome de Down en el mercado laboral colombiano, en especial, aque-
llas que aspiran a ejercer una carrera como abogados. Se aborda, así, la violación 
de derechos fundamentales producto de la interdicción, como la vocación, el 
trabajo y la educación.

Para entender por qué son violados estos derechos al momento de hablar 
de interdicción y del vicio procesal que de esta se desprende en los actos ejer-
cidos por personas con síndrome de Down en el ejercicio de la abogacía, es 
importante recordar lo expuesto por Ordóñez:

La vocación profesional es un proyecto de intenciones y aspiraciones que desea 
alcanzar una persona, al inclinarse, prepararse y formarse con deseos de supe-
ración, para el ejercicio de una profesión, con espíritu de servicio, tomando en 
cuenta lo que conoce, lo que piensa y desea hasta lograr los objetivos y metas 
trazadas […] es el resultado de combinar nuestras aptitudes y potencialidades 
con los valores éticos y jurídicos que desea la comunidad. (2012, pp. 15-16)

En este sentido, es menester tener en cuenta que no se trata solo de los 
sueños de las personas, sino de su materialización, mediante el recurso de un 
título que los haga posibles gracias al ejercicio de una carrera libremente elegida. 
El verdadero problema surge en la medida en que se ha creado una inmensa 
acumulación de leyes y de acuerdos que buscan precisamente alcanzar el gran 
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objetivo de dar igualdad de oportunidades en todos los aspectos a las personas, 
pero su ejecución es un problema, como lo expresan Palací y Moriano: 

Se ha conseguido el respaldo de la comunidad internacional para la sensibi-
lización de los gobiernos y de los agentes sociales en relación con las obliga-
ciones que se deben asumir para atender a sus ciudadanos con discapacidad. 
Llevamos décadas trabajando sobre los mínimos que deben cumplirse en esta 
materia, elaborando normas de carácter multilateral, cartas sociales, códigos de 
conducta, legislación específica, programas de toda índole, sin que la realidad 
cambie con la intensidad requerida por el problema. Hemos asumido, en 
tanto que comunidad mundial, valores que ya están incorporados a nuestras 
normas y reglas, pero no siempre a nuestros esquemas mentales y a nuestras 
conductas. (2013, p. 12)

Ahora bien, “a partir del siglo XIX la abogacía alcanzo jerarquía de profe-
sión liberal, cuyo ejercicio podían realizar solamente las personas que tuvieran 
conocimientos y prácticas suficientes como para garantizar, de alguna manera, 
los trabajos confiados a ellos” (Ushca Ushca, 2014), entonces, se infiere que 
el problema regresa siempre al mismo punto, ya que la ley da por hecho que 
todos los actos jurídicos del litigio ejercidos por una persona con síndrome de 
Down estarán bajo un vicio de procedimiento. En efecto, se juzga a la persona 
con este síndrome que quiere ejercer, sin antes haber estudiado el conoci-
miento que ostenta, su formación y las capacidades con que cuenta para litigar.

Se puede afirmar, por tanto, que más que un problema normativo es un 
problema social de inclusión verdadera: “lejos de orientarse al desarrollo de la 
inteligencia del estudiante y de la racionalidad de sus facultades, [...] responde 
más bien a exigencias de facilidad y utilidad y, en definitiva, a demandas de 
mercados” (Del Rey & Sánchez-Parga, 2011).

En dicho sentido, se habla de unas garantías mínimas, un aval que dé 
lugar no a un amparo por medio de la interdicción —cuya única función es 
entorpecer el derecho de igualdad—, sino que responda a un verdadero interés 
de las partes, a un estudio de las personas con vocación de litigar. Como se 
menciona en el proyecto Tuning12, 

12  Tuning es “una red de comunidades de académicos y estudiantes interconectadas, que 
reflexiona, debate, elabora instrumentos y comparte resultados. Son expertos, reunidos alrededor de una 
disciplina y con el espíritu de la confianza mutua. Trabajan en grupos internacionales e interculturales, 
siendo totalmente respetuosos de la autonomía a nivel institucional, nacional y regional, intercambiando 
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no se puede reducir al simple desempeño laboral, tampoco a la sola apropia-
ción de conocimientos para saber hacer, sino que abarca todo un conjunto de 
capacidades, que se desarrollan a través de procesos que conducen a la persona 
responsable a ser competente para realizar múltiples acciones (sociales, cogni-
tivas, culturales, afectivas, laborales, productivas), por las cuales proyecta y 
evidencia su capacidad de resolver un problema dado, dentro de un contexto 
específico y cambiante. (Clavijo et al. 2002, p. 188)

Lo anterior hace referencia a una búsqueda infinita de mecanismos que 
solventen precisamente el problema de la creación de barreras, pero a estas 
se suman leyes inconcretas, leyes que no van al margen de lo que se impone, 
pero que se pregonan de forma muy distinta en la carta política colombiana. 
Uno de los ejemplos más cercanos es la Ley 1905 (2018), “Por la cual se dictan 
disposiciones relacionadas con el ejercicio de la profesión de abogado”, en la 
que se expresa claramente que 

para ejercer la profesión de abogado, además de los requisitos exigidos en las 
normas legales vigentes, el graduado deberá acreditar certificación de aproba-
ción del Examen de Estado que para el efecto realice el Consejo Superior de 
la Judicatura (CSJ), directamente o a través de una Institución de Educación 
Superior acreditada en Alta Calidad que se contrate para tal fin.’. Se enten-
derá aprobado el Examen de Estado cuando el resultado supere la media del 
puntaje nacional de la respectiva prueba. En el resultado individual de cada 
examen, el CSJ señalará la representación porcentual del puntaje obtenido 
sobre la media nacional. (art. 1)

Este artículo es una muestra más de las inconsistencias legales, pues 
serán nulos por vicio procedimental los actos ejercidos desde el litigio por una 
persona solo por tener síndrome de Down. Esto quiere decir que no se tendrá 
en cuenta ni siquiera el examen que le permitiría ejercer actos de abogado si 
este en algún momento tuviera la oportunidad de presentarlo, y aun si fuera 
aprobado, no tendría validez, por cuanto fue realizado por un interdicto con 
síndrome de Down. Del mismo modo se introduce en Consúltele al Experto, 
al exponer que

conocimientos y experiencias. Desarrollan un lenguaje común para comprender los problemas de la 
educación superior y participan en la elaboración de un conjunto de herramientas que son útiles para su 
trabajo y que han sido pensadas y producidas por otros académicos” (Villa, 2013).
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La interdicción es una figura sustitutiva de la voluntad, a través de la cual se 
sustrae la capacidad jurídica de la persona sujeta a trámite, por medio de una 
declaración judicial. En otras palabras, cuando una persona es sometida a la 
interdicción, se anula su posibilidad de tomar decisiones con efectos jurídicos, 
y será un tercero el que decida y tome las riendas de la vida de la persona con 
discapacidad. Así las cosas, bajo medida de interdicción la persona no puede 
decidir por sí misma ni siquiera sobre asuntos personalísimos como dónde 
y con quién vivir, contraer matrimonio, celebrar contrato laboral, manejar 
dinero, qué estudiar, etc. La interdicción, contrario a lo que se ha creído, no 
es una gura que proteja a la persona pero sí la anula en el mundo jurídico. Por 
ello, la Convención de las Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas 
con Discapacidad establece que este tipo de figuras debe desaparecer, en 
cuanto representan una vulneración directa a la posibilidad de contraer obli-
gaciones y ejercer ciertos derechos. Por eso, debe evitarse a toda costa someter 
a interdicción a una persona con discapacidad, y en su lugar se deben proveer 
todos los medios posibles para prestar apoyo y efectuar ajustes que permitan que 
la persona transmita su voluntad y sus preferencias. Bajo este modelo se fomenta 
que la persona con discapacidad sea titular de derechos y se vea respaldada —no 
sustituida—, en su proceso de toma de decisiones. (2016, p. 18)

En cierto modo, lo anterior es la consecuencia de un sistema que se ha 
encargado de establecer una garantía para las personas con síndrome de Down 
llamada interdicción, que es solo la consecuencia de la violación de múltiples 
derechos, por cuanto no cumple una función de mediación para prestar un 
aval de derechos, como lo respalda la Ley 1618 de 2013:

El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, en alianza con 
el Ministerio Público y las comisarías de familia y el ICBF, deberán proponer 
e implementar ajustes y reformas al sistema de interdicción judicial de manera 
que se desarrolle un sistema que favorezca el ejercicio de la capacidad jurí-
dica y la toma de decisiones con apoyo de las personas con discapacidad, 
conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad de Naciones Unidas. (art. 21, núm. 2)

En este punto, en el que se ha afianzado la importancia de incluir no 
solo leyes y normas que traten de amparar los derechos de las personas con 
síndrome de Down, sino la materialización de estas, se recalca la necesidad de 
educación para una sociedad que entienda que

no existen personas discapacitadas sino personas con ‘capacidades distintas’, 
por lo que la sociedad debe evolucionar hacia una sociedad ‘más plural’, donde 
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las personas con síndrome de Down no sean tratadas como niños y donde se 
fomenten sus capacidades e independencia desde temprana edad. (“No somos 
personas con discapacidad, sino con capacidades y habilidades diferentes”, 2017)

Se destaca de la cita anterior que uno de los entrevistados es un español 
diagnosticado con síndrome de Down, quien fue el primer europeo con esta 
cualidad en recibirse de una carrera universitaria; en verdad, a estas alturas, con

un Diplomado en Magisterio, y a punto de terminar los estudios de 
Psicopedagogía en la Universidad de Málaga, Pablo Pineda se siente orgulloso 
de ser una persona con Síndrome de Down que puede demostrar que su desa-
rrollo es producto del entorno cultural y social, más que de los determinantes 
biológicos. Y, al mismo tiempo, lamenta los tópicos que persisten en torno a 
estas personas: desde un proteccionismo “enmascarado”, a las dificultades para 
independizarse o la invasión de su intimidad. (Del Águila et al., 2010, p. 40)

Y lo hizo en igualdad de condiciones que sus colegas, sin ninguna adap-
tación especial, toda una hazaña para alguien con esa condición genética en un 
mundo tremendamente discriminador.
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